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SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de abril de 2021. 

Comparece ante este foro ad quem la señora Ángela Martínez Torres 

(señora Martínez Torres o recurrente) solicitando que revoquemos una 

Resolución y Orden emitida por la Oficina de Mediación y Adjudicación del 

Departamento del Trabajo, (OMA), el 30 de septiembre de 2020. Mediante 

su dictamen dicho foro administrativo desestimó, con perjuicio, la querella 

por alegado despido injustificado que presentara la recurrente, al amparo 

de la Ley 80 de 30 de mayo de 1976, infra, contra su patrono, Metro Pavía 

Hospital Inc, (Metro o recurrido). Tal desestimación aconteció luego de la 

OMA examinar una moción de sentencia sumaria presentada por Metro, 

que acogió, determinando que este tuvo justa causa para despedir a la 

señora Martínez Torres. La recurrente aduce ante nosotros que, contrario 

a lo dictaminado por el foro administrativo, existían controversias sobre 

hechos medulares que imposibilitaban el curso de acción elegido.  

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-022 se designó a la Hon. Noheliz Reyes Berríos 
como integrante de Panel debido a que el Hon. Carlos L. Vizcarrondo Irizarry se acogió a 

la jubilación el 31 de enero de 2021. 
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Tras examinar los escritos presentados por ambas partes, y los 

documentos suplementarios adjuntos, decidimos confirmar. 

I. Resumen del tracto procesal pertinente  

 El 26 de junio de 2019 la recurrente presentó una querella ante OMA 

contra su patrono, Metro, al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 

1976, según enmendada, 28 LPRA sec. 185ª et seq., conocida como Ley de 

Indemnización por Despido Sin Justa Causa, (Ley 80), aduciendo haber 

sido despedida sin justa causa.  

  En respuesta, Metro presentó una moción de desestimación por falta 

de jurisdicción y solicitud de sentencia sumaria. En lo que compete a la 

solicitud de sentencia sumaria, (único asunto pertinente a la controversia 

que nos corresponde dilucidar), Metro enumeró los siguientes diecisiete 

(17) hechos, (que transcribimos a continuación), tildándolos como 

medulares e incontrovertidos, y a los cuales acompañó con prueba 

documental pertinente:  

1. La Sra. Ángela Martínez trabajó para el Hospital Pavía del 22 de 
agosto de 2002 al 27 de marzo de 2018. (Anejo 1, Transcripción 
de la Deposición de la Sra. Ángela Martínez, a la pág. 22:4-
19). 
 

2. La Sra. Ángela Martínez ocupaba el puesto de enfermera 
generalista del área de Intensivo Neonatal y “Nursery”. (Anejo 1, 
pág. 22:19-21). 

 

3. Al momento de su despido, la Sra. Ángela Martínez trabajaba 
bajo la supervisión de la Sra. Lourdes Milanés. (Anejo 1, pág. 
22:19-21). 

 

4. Durante su empleo con el Hospital Pavía, la Sra. Ángela Martínez 

recibió el Reglamento Disciplinario, revisado en el año 2007. 
(Anejo 1, pág. 35:1-20; Anejo 2, Reglamento; Anejo 3, Acuse 
de Recibo). 

 

5. A pesar de lo anterior, Sra. Martínez admitió haber tenido 
problemas de tardanzas mientras trabajó en el Hospital. (Anejo 
1, págs. 52-19-25, 53:1-11).  
 

6. En agosto de 2017, la Sra. Martínez sacó cero (0) en su 
evaluación en tardanzas, y se le instruyó atender el problema, 
entre otras áreas a mejorar. (Anejo 1, págs. 64:15-25, 65:1-13, 
66:14-18). ´ 

 

7. El Reglamento del Hospital prohíbe a su personal, so pena de 
despido en primer paso, lo siguiente: 
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48. Hacer comentarios o declaraciones falsas, viciosas o 
maliciosas sobre algún asociado, visitante o paciente/cliente o la 
administración. 
61- Hacer comentarios a otros asociados o personas en contra 
del Hospital o la administración del Hospital, que lesionen su 
prestigio e integridad, falta a la lealtad. (Anejo 1, págs. 95:15-
25, 96:1-12; Anejo 2, Reglamento Disciplinario 2007). 
(Énfasis suplido). 
 

8. En marzo de 2018, la Sra. Ángela Martínez realizó en su página 
de Facebook una publicación donde mencionaba al Hospital 
Pavía. (Anejo 1, págs. 67:25, 68:1-9, 69:12-13m 76:12-14; 
Anejo 4, Mensaje de Facebook). 
 

9. La publicación reza como sigue: 
 

“Ok todas tranquilas para que no les pase estos inconvenientes 
vengan a pavia a parir. Que aquí nos aseguramos de entregarles 
sus criaturas. Y ahora regalamos un lindo certificado con las 
huellas de tu bebe. Y lo mejor nos aseguramos que tu bebe salga 
lactando. Ofreciendoles el mejor servicio siempre aunque 
dejemos el pellejo en el record electrónico y la jefa nos quiera 
extrangular. Usted sale feliz y con ganas de tener otro mas. 
Jajajajajaja # espero que con esta promo no nos quiten el 
bono. Jajaja” (Anejo 1, págs. 67:25, 68:1-9, 69:12-13, 76:12-
14; Anejo 4). (Énfasis suplido). 
 

10.  En su página de Facebook, la Sra. Ángela Martínez mantenía 
como sus “amigos” al menos cinco (5) compañeros de trabajo y 
su supervisora en el Hospital Pavía. (Anejo 1 págs. 69:18-25, 
70:1-25, 71:1).  
 

11. La Sra. Ángela Martínez tenía aproximadamente cien (100) 
personas como amigos en el portal. (Anejo 1, pág. 73:1-10).  

 

12. La Sra. Ángela Martínez realizó la publicación porque sentía que 
su supervisora en el Hospital Pavía les requería mucho esfuerzo, 
que no tenían recursos y tampoco recibía las orientaciones 
adecuadas para hacer su trabajo sobre asuntos nuevos que no 
sabían manejar. (Anejo 1, págs. 77:11-25, 78:1-25).  

 

13. En su publicación, la Sra. Ángela Martínez expresó su sentir 
sobre el ambiente y sus condiciones de trabajo en el Hospital 
Pavía. (Anejo 1, pág. 79:16-20; Anejo 4).  

 

14. Cuando la Sra. Martínez mencionó “espero …con esta promo no 

nos quiten el bono…” se refería a los enfermeros del Hospital, a 
todos. (Anejo 1, págs. 82:17-25, 83;1-9; Anejo 4).  

 

15. Tras su publicación, la Sra. Ángela Martínez fue reunida por la 
Directora de Enfermería, Sra. Olga Rivera, y ésta última le mostró 
una fotocopia del post en Facebook. (Anejo 1, pág. 76:7-14).  

 

16. La Sra. Ángela Martínez le admitió a la supervisora que ella había 
hecho la publicación, por lo que se le informó que había cometido 
una falta, que evaluaría el asunto para despedirle. (Anejo 1, 
págs. 84:12-25, 86:6-25).  

 

 
17. Culminada la investigación, la Sra. Ángela Martínez fue 

despedida (Anejo 1, págs. 90:19-25, 91:1-3; Anejo n5, Carta 
de Despido).  
 
(Énfasis del original). 
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  A partir de los hechos antes subrayados, Metro adujo que la 

gravedad de las declaraciones publicadas por la recurrente en su página 

de Facebook revelaba que existía justa causa para su despido. Sobre lo 

mismo, manifestó que la conducta desplegada por la recurrente era 

catalogada como grave en el hospital, según era conocido por esta, 

afectando la imagen y el funcionamiento del negocio.  

  Por su parte, la recurrente presentó moción en oposición a la moción 

por falta de jurisdicción y solicitud de sentencia sumaria. En lo referente a 

la solicitud de sentencia sumaria, la recurrente aceptó como ciertos los 

hechos que Metro identificó como incontrovertidos del 1 al 11, y del 14 al 

17, sólo afirmando que existía controversias de hechos respecto a los 

hechos enumerados 12 y 13. Con relación a estos dos últimos hechos, que 

tildó de controvertidos, la recurrente se limitó a expresar que no era 

correcto  lo que intentaba establecer Metro con ellos, o que los comentarios 

vertidos en Facebook no tenían la intención reclamada en la moción de 

sentencia sumaria, sino que se trataba de una nota graciosa. Es decir, la 

parte recurrente no presentó documentación alguna para controvertir los 

hechos propuestos por Metro, sólo se limitó a argumentar sobre dos en 

particular. 

  Luego, Metro presentó una réplica al escrito en oposición a sentencia 

sumaria presentada por la recurrente. A su vez, por motivo del OMA 

ordenarle a la recurrente presentar dúplica, esta presentó moción en 

cumplimiento de orden, a la cual acompañó una declaración jurada con el 

propósito de controvertir los dos hechos (12 y 13) que juzgaba que fueron 

mal interpretados por Metro y continuaban en controversia.    

  Examinados los escritos ante su consideración, la OMA emitió una 

fundamentada Resolución y Orden acogiendo la petición de sentencia 

sumaria solicitada por Metro2, en consecuencia, ordenando la 

 
2 Previo a la consideración de la petición de sentencia sumaria, OMA atendió varios 

asuntos de derecho que no reproducimos, puesto que resultan impertinentes a la 

controversia ante nuestra consideración. 



 
 

 
KLRA202000513 

 

      5 

desestimación de la querella presentada. Identificó el foro administrativo 

que, salvo por los hechos propuestos como incontrovertidos 12 y 13, la 

recurrente había aceptado todos los demás. Sobre los hechos que la 

recurrente se propuso a impugnar, destacó el mismo foro que esta se limitó 

a hacer meras alegaciones sobre la correcta interpretación que se le debía 

dar a sus expresiones, sin presentar prueba documental. Además, 

respecto a la declaración jurada que la recurrente incluyó en un momento 

posterior a presentar su oposición a sentencia sumaria, la caracterizó 

como un sham affidavit, en tanto su contenido resultaba totalmente 

contradictorio con lo expresado en la deposición que se le había tomado 

antes. Contrario a lo expresado por la recurrente, OMA estableció que los 

hechos 12 y 13 propuestos por Metro sí estuvieron sustentados por prueba 

documental, a través de la presentación de la deposición que se le había 

tomado a la recurrente, cuyos fragmentos pertinentes reprodujo en la 

Resolución. En consecuencia, OMA apreció no tener dudas sobre la 

intención de la recurrente al emitir las expresiones recogidas en Facebook, 

que infringieron varias normas del Reglamento Disciplinario de Pavía 

(Metro), cuya sanción incluye el despido como primer paso disciplinario. 

Respecto a la disciplina progresiva, OMA afirmó que la recurrente conocía 

que existían ciertas conductas tan serias que justificaban obviar el proceso 

progresivo, acudiendo al despido de manera directa. Matizó que en la 

página de red social donde la recurrente publicó el mensaje tenía 

aproximadamente cien personas como amigas, y apareció en 

primerahora.com. En definitiva, la OMA concluyó que la conducta 

incurrida por al recurrente resultó tan lesiva a la paz y el buen orden de 

la empresa, que hubiese constituido una imprudencia esperar que fuera 

reiterada para entonces proceder a despedirla, de modo que existía justa 

causa para el despido. 

  Insatisfecho, la recurrente presentó moción de reconsideración ante 

la OMA, que fue denegada.    
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  Es entonces que la recurrente acude ante nosotros, imputándole al 

foro administrativo la comisión del siguiente error: 

Erró la Honorable Juez Administrativa de la Oficina de Mediación y 
Adjudicación del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 
de Puerto Rico al declarar ha lugar la Moción de Desistimiento [sic] 
por de [sic] Falta de Jurisdicción y Solicitud de Sentencia Sumaria 
presentada por recurrido, al determinar que el despido del 
querellante fue uno justificado.  
 

  Por su parte, Metro presentó alegato en oposición al recurso 

presentado por la recurrente. Contando con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, estamos en posición de resolver.  

II. Exposición de Derecho 

A. Sentencia Sumaria 

El propósito de las Reglas de Procedimiento Civil es proveer a las 

partes que acuden a un tribunal una “solución justa, rápida y económica 

de todo procedimiento”. 32 LPRA Ap. V, R.1; González Santiago v. Baxter 

Healthcare of Puerto Rico, 2019 TSPR 79, en la pág. 11, 202 DPR ___ 

(2019); Roldan Flores v. M. Cuebas, 199 DPR 664, 676 (2018); Rodríguez 

Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 769, 785 (2016), Oriental Bank v. Perapi, 

192 DPR 7, 25 (2014). La sentencia sumaria hace viable este objetivo al 

ser un mecanismo procesal que le permite al tribunal dictar sentencia 

sobre la totalidad de una reclamación, o cualquier controversia 

comprendida en ésta, sin la necesidad de celebrar una vista evidenciaria. 

J. A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1era ed., 

Colombia, 2012, pág. 218. Procede dictar sentencia sumaria si “las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas y alguna otra evidencia si 

las hubiere, acreditan la inexistencia de una controversia real y sustancial 

respecto a algún hecho esencial y pertinente y, además, si el derecho 

aplicable así lo justifica”. González Santiago v. Baxter Healthcare of Puerto 

Rico, supra; Roldan Flores v. M. Cuebas, supra; Lugo Montalvo v. Sol Meliá 

Vacation, 194 DPR 209, 225 (2015), SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, 

189 DPR 414, 430 (2013).  A su vez se recomienda, en aquellos casos en 
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que el tribunal cuenta con la verdad de todos los hechos necesarios para 

poder resolver la controversia. Mejías v. Carrasquillo, 185 DPR 288, 299 

(2012).  

Por el contrario, no es “aconsejable utilizar la moción de sentencia 

sumaria en casos en donde existe controversia sobre elementos subjetivos, 

de intención, propósitos mentales o negligencia, o cuando el factor 

credibilidad es esencial y está en disputa”. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 219.3 Este mecanismo está disponible para la disposición de 

reclamaciones que contengan elementos subjetivos únicamente cuando no 

existan controversias de hechos esenciales y pertinentes. Rodríguez García 

v. Universidad Albizu, 200 DPR 929 (2018), Velázquez Ortiz v. Mun. de 

Humacao, 197 DPR 656, 661 (2017), Reyes Sánchez v. Eaton Electrical, 

189 DPR 586, 594-595 (2013), Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 

113 (2012); Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, supra; Abrams Rivera v. 

E.L.A. y otros, 178 DPR 914 (2010).  

Así, la sentencia sumaria “vela adecuadamente por el balance entre 

el derecho de todo litigante a tener su día en corte y la disposición justa 

rápida y económica de los litigios civiles”. Const. Jose Carro v. Mun. 

Dorado, 186 DPR 113, 130 (2012); Mejías v. Carrasquillo, supra, en la pág. 

300; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 220 (2010).  Por lo tanto, el 

principio rector que debe guiar al juez de instancia en la determinación 

sobre si procede o no la sentencia sumaria es “el sabio discernimiento”, ya 

que si se utiliza de manera inadecuada puede prestarse para privar a un 

litigante de su día en corte, lo que sería una violación a su debido proceso 

de ley. Mun. de Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 327-328 (2013). Ello, 

pues la mera existencia de “una controversia de hecho es suficiente para 

derrotar una moción de sentencia sumaria… cuando causa en el tribunal 

una duda real y sustancial sobre algún hecho relevante y pertinente”. 

Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., 186 DPR 713, 756 (2012). Se considera un 

 
3 Citando a Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294 (1994).  

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
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hecho esencial y pertinente, aquél que puede afectar el resultado de la 

reclamación acorde al derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 213.  

Por lo anterior, insistimos que es el análisis de la existencia o no de 

controversias esenciales y pertinentes lo que determina si procede dictar 

sentencia sumaria, pues, solo debe disponerse de un caso por la vía 

sumaria, si ello procede conforme al derecho sustantivo aplicable. Ortiz v. 

Holsum de P.R., Inc., 190 DPR 511, 525 (2014). En otras palabras, el 

tribunal procederá a dictar sentencia sumaria solo cuando esté claramente 

convencido que la vista evidenciaria es innecesaria”. Nissen Holland v. 

Genthaller, 172 DPR 503, 511 (2007). Reiteramos, que la duda para 

impedir que se dicte sentencia sumaria no puede ser cualquiera, sino debe 

ser de tal grado que “permita concluir que hay una controversia real y 

sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes”. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, págs. 213-214.  

Por otra parte, es esencial reconocer que la Regla 36 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36, establece de manera específica 

los requisitos de forma que debe cumplir la parte que promueve la moción 

de sentencia sumaria, así como la parte que se opone a ella. En lo 

pertinente, la parte promovente debe exponer un listado de hechos no 

controvertidos, desglosándolos en párrafos debidamente numerados y, 

para cada uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración 

jurada u otra prueba admisible que lo apoya. A su vez, la parte que se 

opone a la moción de sentencia sumaria está obligada a citar 

específicamente los párrafos según enumerados por el promovente que 

entiende están en controversia y, para cada uno de los que pretende 

controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene su 

impugnación con cita a la página o sección pertinente. (Énfasis 

suplido). Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015), SLG 

Zapata Rivera, v. J.F. Montalvo, supra. La parte que se opone no puede 
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descansar exclusivamente en sus alegaciones ni tomar una actitud 

pasiva. Toro Avilés v. P.R. Telephone Co., 117 DPR 369 (2009). Por el 

contrario, tiene que controvertir la prueba presentada por la parte 

solicitante, a fin de demostrar que sí existe controversia real sustancial 

sobre los hechos materiales del caso en cuestión. González Aristud v. 

Hosp. Pavía, 168 DPR 127 (2006).  

Sobre lo anterior, “[c]omo regla general, para derrotar [o sostener] 

una solicitud de sentencia sumaria que la parte opositora debe presentar 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que pongan en 

controversia los hechos presentados por el promovente”. Ramos Pérez v. 

Univisión P.R., Inc., supra, pág. 215. Específicamente, la Regla 36.5 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36.5, establece que: “[l]as 

declaraciones juradas para sostener u oponerse a la moción se basarán en 

el conocimiento personal del (de la) declarante. Contendrán aquellos 

hechos que serían admisibles en evidencia y demostrarán afirmativamente 

que el(la) declarante está cualificado(a) para testificar en cuanto a su 

contenido”.  32 LPRA Ap. V, R.36.5; Roldan Flores v. M. Cuebas, supra, en 

las págs. 677-678. Con respecto a la interpretación de la anterior Regla, el 

Tribunal Supremo ha resuelto que “las declaraciones juradas que 

contienen solo conclusiones, sin hechos específicos que las apoyen, no 

tienen valor probatorio, siendo, por lo tanto, insuficientes para demostrar 

la existencia de lo que allí se concluye”. Íd.; Ramos Pérez v. Univisión P.R., 

Inc., supra,  pág. 216. Más allá de contener hechos específicos sobre los 

aspectos sustantivos del caso, la declaración debe incluir “hechos que 

establezcan que el declarante tiene conocimiento personal del asunto 

declarado”. Roldán Flores v. Cuebas, supra.  

Nuestro más alto foro ha manifestado que “a menos que las 

alegaciones contenidas en la moción de sentencia sumaria queden 

debidamente controvertidas, éstas podrían ser admitidas y, de proceder en 

derecho su reclamo, podría dictarse sentencia sumaria a favor de quien 

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
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promueve”. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 137. Sin 

embargo, “toda inferencia razonable que se realice a base de los hechos y 

documentos presentados, en apoyo y en oposición a la solicitud de que se 

dicte sentencia sumariamente, debe tomarse desde el punto de vista más 

favorable al que se opone a la misma”. E.L.A. v. Cole, 164 DPR 608, 626 

(2005). 

B. Función revisora del foro apelativo con respecto a la sentencia 
sumaria dictada por el foro primario 

 

En el caso de revisar sentencias del Tribunal de Primera Instancia 

dictadas mediante el mecanismo de sentencias sumarias o resolución que 

deniega su aplicación, nuestro Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición que el tribunal inferior para evaluar su procedencia. 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra.  Los criterios a seguir por 

este foro intermedio al atender la revisión de una sentencia sumaria 

dictada por el foro primario han sido enumerados con exactitud por 

nuestro Tribunal Supremo. Roldán Flores v. Cuebas, supra; Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra. A tenor, el Tribunal de Apelaciones 

debe:  

1) examinar de novo el expediente y aplicar los criterios que la Regla 
36 de Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen al 
foro primario;  
 

2) revisar que tanto la moción de sentencia sumaria como su oposición 
cumplan con los requisitos de forma codificados en la referida             
Regla 36, supra;  
 

3) revisar si en realidad existen hechos materiales en controversia y, 
de haberlos, cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de exponer concretamente 
cuáles hechos materiales encontró que están en controversia y 
cuáles están incontrovertidos;  
 

4) y de encontrar que los hechos materiales realmente están 
incontrovertidos, debe proceder a revisar de novo si el Tribunal de 
Primera Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 
controversia.  

Además, al revisar la determinación de OMA respecto a una 

sentencia sumaria, estamos limitados de dos maneras; (1) solo podemos 

considerar los documentos que se presentaron ante el foro de primera 

instancia, (2) solo podemos determinar si existe o no alguna controversia 
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genuina de hechos materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 

forma correcta. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, supra. El primer 

punto se enfoca en que las partes que recurren a un foro apelativo no 

pueden litigar asuntos que no fueron traídos a la atención del foro de 

instancia. Mientras que el segundo limita la facultad del foro apelativo a 

revisar si en el caso ante su consideración existen controversias reales en 

cuanto a los hechos materiales, pero no puede adjudicarlos. Id. en la pág. 

115. También, se ha aclarado que al foro apelativo le es vedado adjudicar 

los hechos materiales esenciales en disputa, porque dicha tarea le 

corresponde al foro de primera instancia. Vera v. Bravo, 161 DPR 308, 335 

(2004). 

C. Sobre el Sham Affidavit 

En la Opinión emitida por nuestro Tribunal Supremo en SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, fue adoptada la doctrina conocida 

como el “sham affidavit doctrine”. Tiene como propósito dicha doctrina 

evitar que una parte intente suscitar una controversia de hechos 

materiales en respuesta a una solicitud de sentencia sumaria 

valiéndose de un testimonio reciente que resulta contrario a una 

declaración bajo juramento emitida anteriormente, sin proveer una 

explicación para la contradicción entre ambas declaraciones. Se evita 

así, dar una versión simulada, ficticia o falsa de hechos medulares con el 

propósito específico de impedir que se dicte sentencia sumaria en su 

contra. 

Sobre lo mismo, en SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, se 

atendió la doctrina en su modalidad de omisión, indicándose que al 

disponer de una solicitud de sentencia sumaria el juzgador no podrá tomar 

en consideración una declaración jurada suscrita por la parte adversa si 

su contenido es claramente incompatible con una versión de los hechos 

dada anteriormente y el exponente no aclara, a satisfacción del tribunal, 

la discrepancia entre las dos (2) posiciones. “Dicho de otro modo, se 
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rechazará una declaración subsiguiente si la inconsistencia entre las dos 

declaraciones resulta patente y no se ofrece una explicación adecuada 

para la nueva versión.” SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 

440. “Esta doctrina incide directamente en el procedimiento de sentencia 

sumaria según provisto en el ordenamiento procesal. Permitir a una parte 

utilizar un subterfugio para retractarse de su testimonio bajo juramento, 

con el único propósito de evitar que se dicte sentencia sumaria, resulta 

contrario al objetivo que persigue la Regla 36 de Procedimiento Civil de 

2009, supra.” Id, pág. 441. “Habida cuenta de la importancia que reviste 

la utilización del procedimiento de sentencia sumaria en nuestro sistema 

judicial, juzgamos conveniente aplicar estos principios en aquellas 

situaciones en que una parte procura ingeniarse supuestos hechos 

materiales contrarios a un testimonio previo ofrecido bajo juramento, con 

el propósito de impedir que se dicte sentencia sumaria en su contra.” Id, 

pág. 442.   

Luego, la doctrina adoptada fue reiterada en Lugo Montalvo v. Sol 

Meliá Vacation, supra, aunque respecto a la modalidad de contradicción.  

Esta modalidad acontece cuando: (1) una parte ha sido examinada 

mediante preguntas precisas y libres de ambigüedad y ha respondido en 

detalle durante una deposición o ha prestado previamente una declaración 

clara e inequívoca bajo juramento; (2) al momento de oponerse a la 

solicitud de sentencia sumaria esa parte presenta una declaración 

posterior cuyo contenido es claramente incompatible con la versión 

ofrecida; (3) la incompatibilidad entre las dos declaraciones resulta 

evidente, manifiesta o patente, y no se trata de meras discrepancias de 

poca transcendencia o errores de buena fe; (4) no se ofrece explicación 

adecuada para la nueva versión, y (5) la declaración posterior no responde 

al descubrimiento de nueva evidencia, la cual a pesar de una diligencia 

razonable, no pudo descubrirse o no estuvo disponible al momento en que 

se prestó la declaración previa incompatible. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 
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Montalvo, supra, págs. 440-442; McClain v. Mason County, Ky., 618 Fed. 

Appx. 262, 266 (6to Cir.2015). 

Es de notar que la máxima curia advirtió con claridad que las 

explicaciones a dar por una parte que presenta una declaración posterior 

deben brindarse al momento en que se emite la nueva declaración jurada 

contradictoria y las mismas deben ser certeras y libre de ambigüedades o 

planteamientos estereotipados. Id. Se ha de recordar que, si se pretende 

rectificar una declaración previa, también brindada bajo juramento, las 

nuevas declaraciones no deben ser vagas. Es este el momento con el que 

dispone el declarante de demostrar que sus declaraciones incompatibles 

no son simuladas. Véase Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, supra, págs., 

222-223. 

D. La Ley 80 

El Art. 1 de la Ley 80, 29 LPRA sec. 185(a), dispone que todo 

empleado de comercio, industria o cualquier otro negocio o sitio de empleo, 

que trabaja mediante remuneración de alguna clase, contratado sin 

tiempo determinado, que fuere despedido de su cargo sin que haya 

mediado justa causa, tendrá derecho a recibir de su patrono, además del 

sueldo devengado, una indemnización adicional, conocida como la 

mesada. Dicha mesada es el remedio exclusivo con el que cuenta un 

empleado que es despedido injustificadamente. Romero et als., v. Cabrer 

Roig et als., 191 DPR 643, 650 (2014). La Ley 80 pretende dar protección 

a los trabajadores ante un despido injustificado. Lugo Montalvo v. Sol Meliá 

Vacation Club, 194 DPR 209 (2015). Esta debe interpretarse de manera 

liberal y favorable al empleado. Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 681, 688 

(2004); Jusino et al. v. Walgreens, 155 DPR 560, 571 (2001).  

El Art. 2 de la Ley 80, 29 LPRA sec. 185(b), establece el estándar de 

“justa causa” como limitación a toda acción de despido por parte del 

patrono. Este, a su vez, describe algunas situaciones que pueden 

constituir justa causa para el despido, lo que libera al patrono del pago de 
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la mesada o compensación especial. Tal y como expresó nuestro Tribunal 

Supremo en SLG Torres Matundan v. Centro Patología, 193 DPR 920 

(2015), el Art. 2 incluye algunos ejemplos de causas posibles que 

constituyen justa causa para el despido. En dicha Opinión se reiteró la 

cualidad dinámica del concepto de “justa causa” al este nutrirse de 

situaciones fluidas y numerosas imposibles de prever. Íd., pág. 930. El Art. 

2 citado añade que “no se considerará despido por justa causa aquel que 

se hace por mero capricho del patrono o sin razón relacionada con el buen 

y normal funcionamiento del establecimiento”.  

De ordinario, un despido se justifica cuando se observa que el 

empleado incurrió en un patrón de conducta impropio o desordenado, o en 

violación reiterada de las reglas y normas de la empresa de la cual es parte. 

Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., Inc., 153 DPR 223, 542–543 (2001). Aunque 

la Ley 80, supra, no favorece el despido como sanción a la primera falta, no 

la excluye en casos que sea necesario para la protección de la buena marcha 

de la empresa, la seguridad de las personas que allí laboran y el orden. 

Rivera v. Pan Pepín, supra, pág. 690, citando a Delgado Zayas v. Hosp. Int. 

Med. Avanzada, 137 DPR 643, 650 (1994).   

A esos fines, nuestra jurisprudencia ha establecido que; una falta o 

acto aislado puede dar lugar al despido del empleado si esta es de tal 

seriedad o naturaleza que revela una actitud o un detalle de su carácter, 

tan lesivo a la paz y al buen orden de la empresa, que constituiría 

imprudencia esperar su reiteración para separarlo de su puesto. Rivera v. 

Pan Pepín, supra, pág. 691, citando a Delgado Zayas v. Hosp. Int. Med. 

Avanzada, 137 DPR 643, 650 (2004), Srio. del Trabajo v. I.T.T., supra, 

pág.544.   

Dicho de otro modo, la ley admite la sanción de despido en casos de 

la comisión de una ofensa única y/o aislada si, dentro de las 

circunstancias en que se impone, el despido no refleja arbitrariedad o 

capricho del patrono. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2037406560&pubNum=0002995&originatingDoc=I10e4a16a217811e7bfb79a463a4b3bc7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Keycite)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2037406560&pubNum=0002995&originatingDoc=I10e4a16a217811e7bfb79a463a4b3bc7&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Keycite)
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III. Aplicación del Derecho a los hechos  

a. 

La parte recurrente nos solicita que revisemos el dictamen sumario 

emitido por OMA, cuya facultad para valerse de dicha herramienta 

procesal no está cuestionada4. Según subrayamos en la exposición de 

motivos, este foro intermedio está en igual posición que la agencia 

administrativa para considerar la moción de sentencia sumaria y su 

oposición, en tanto que la revisión acontece de novo. Visto lo cual, primero 

resulta necesario verificar si en sus escritos ante OMA, (según constan en 

el apéndice del escrito de revisión judicial), las partes cumplieron con los 

requerimientos formales exigidos por la Regla 36.3(a) y (b) de 

Procedimiento Civil, supra.  

Respecto a la solicitud de sentencia sumaria presentada por Metro, 

esta cumplió cabalmente con las formalidades requeridas por la regla 

procesal citada. En lo pertinente, enumeró una serie de hechos medulares 

que, sostuvo, no estaban en controversia, con indicación precisa de la 

prueba documental que los sostenían y la cual acompañó junto al escrito. 

Por su parte, la recurrente también presentó en su escrito en 

oposición a sentencia sumaria una referencia a los hechos esgrimidos por 

Metro con los cuales coincidió que no estaban en controversia, pero señaló 

dos hechos específicos, 12 y 13, que aseveró sí se mantenían 

controvertidos. A pesar de tal afirmación, la recurrente no acompañó junto 

a los hechos que alegadamente permanecían controvertidos prueba 

documental alguna que sirviera para controvertirlos, es decir, sólo 

descansó en sus alegaciones para sostener lo que adujo.  

Según ha reiterado nuestro Tribunal Supremo, “[c]omo regla 

general, para derrotar una solicitud de sentencia sumaria la parte 

opositora debe presentar contradeclaraciones juradas y 

 
4 Según certeramente explicó la OMA en la Resolución recurrida, la Regla 5.21 del 

Reglamento de OMA le habilita para emitir dictámenes sumarios, para lo cual habrá de 

recurrir de manera supletoria a la Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra.  
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contradocumentos que pongan en controversia los hechos presentados por 

el promovente”. Ramos Pérez v. Univisión P.R., Inc., supra. A lo que se 

añade que, “a menos que las alegaciones contenidas en la moción de 

sentencia sumaria queden debidamente controvertidas, éstas podrían ser 

admitidas y, de proceder en derecho su reclamo, podría dictarse sentencia 

sumaria a favor de quien promueve”. Meléndez González, et al. v. M. 

Cuebas, supra. A pesar de la clara expresión del alto foro, a los efectos de 

que la parte que se opone a una sentencia sumaria no puede descansar 

en meras alegaciones para controvertir unos hechos medulares 

propuestos y sustentados con evidencia documental, en su escrito de 

revisión judicial la recurrente persiste en sus alegaciones de que las 

manifestaciones en Facebook no fueron mal intencionadas y la 

interpretación que de las mismas hiciera Metro fue incorrecta, huérfana 

de prueba documental.   

En definitiva, la recurrente no cumplió con el requerimiento 

reglamentario de aportar prueba documental que colocara al foro 

administrativo en posición para determinar que los hechos aducidos como 

controvertidos lo estuvieran. Por ello, coincidimos con la OMA en la 

determinación de que la recurrente no presentó prueba que lograra 

controvertir los hechos que Metro estableció como incontrovertidos, en 

tanto no incluyó prueba documental alguna para tales fines. Así, no hay 

controversia alguna sobre las manifestaciones que hiciera la recurrente en 

la página del medio social aludido, ni en las declaraciones que 

posteriormente prestara sobre el asunto en la deposición que se le tomó. 

Como veremos, tampoco hay controversia sobre el significado o propósito 

que quiso imprimir la recurrente a dichas expresiones, según fueron 

explicadas por esta en la deposición que le fue tomada.  

Con todo, según referimos en el tracto procesal, a posteriori, se 

intentó suplir la falta de evidencia documental para tratar de controvertir 

los hechos ante la OMA, a través de la inclusión de una declaración jurada 

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
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suscrita por la propia recurrente, mediante moción en cumplimiento de 

orden presentada el 4 de febrero de 2020. Luego de examinar dicha 

declaración jurada la OMA determinó no admitirla, tildándola de sham 

affidavit, pues resultaba evidente que no se correspondía con 

manifestaciones que la recurrente había hecho en un momento previo, a 

través de la deposición que se le tomó. Es decir, que las aseveraciones de 

la recurrente contenidas en la declaración jurada eran contradictorias 

respecto a las que hizo previo a ello en la deposición tomada. Juzgó 

acertadamente el foro administrativo nuevamente, elaboramos.  

Por una parte, concedida la oportunidad a la recurrente en la 

deposición que se le tomó de explicar a qué se refería con la expresión 

hecha en Facebook de dejar el pellejo en récord médico, esta ofreció un 

recuento amplio sobre lo preguntado, que aludía, entre otras, a que no se 

habían orientado a las enfermeras sobre el funcionamiento del récord, por 

lo cual era como un revolú, que la unidad carecía de secretarias, que un 

enfermero graduado tenía que hacer de secretario, se tenían que dejar 

bebés solos en el nursery para salir a educar las madres, se tenía mucho 

trabajo y además había que cumplir con el récord. También manifestó en 

la deposición que lo expresado en Facebook fue una opinión sobre su 

sentir en términos de las condiciones de trabajo que tenía en ese 

momento5. Sin embargo, en la declaración jurada que suscribió luego de 

haber presentado su oposición a sentencia sumaria, la recurrente aseveró 

que las manifestaciones efectuadas en su cuenta privada (Facebook) 

fueron con el propósito de rasaltar la buena imagen, gran calidad y 

seguridad del Hospital Pavía, no con el propósito de expresar su sentir hacia 

la supervisora.6  

No se necesita un mayor esfuerzo para percatarse de que las 

declaraciones de la recurrente en la deposición tomada, y luego en la 

 
5 Apéndice del escrito de revisión judicial, págs. 187-188.  
6 Apéndice del escrito de revisión judicial, pág. 256. 
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posterior declaración jurada, son del todo puntos incompatibles, por 

contradictorias, y que el contenido de la última declaración a todas luces 

respondió al solo propósito de tratar de subvertir unos hechos que Metro 

había logrado establecer como incontrovertidos. Tal como juzgó OMA, se 

trata de un claro ejemplo de lo que constituye un sham affidavit, en cuyo 

caso, el juzgador no podrá tomar en consideración una declaración jurada 

suscrita por la parte adversa si su contenido es claramente incompatible con 

una versión de los hechos dada anteriormente y el exponente no aclara, a 

satisfacción del tribunal, la discrepancia entre las dos (2) posiciones. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 440. Dicho de otro modo, se 

rechazará una declaración subsiguiente si la inconsistencia entre las dos 

declaraciones resulta patente y no se ofrece una explicación adecuada para 

la nueva versión. Id. En el caso ante nosotros el contenido de las 

declaraciones de la recurrente es incompatible y nunca se explicó, de 

manera alguna, a qué se debía la nueva versión tan distinta de la primera, 

de modo que no resultaba admisible la declaración jurada ofrecida. En 

definitiva, OMA fue certera en su apreciación al excluir la declaración 

jurada aludida, lo que la colocó en posición de establecer los hechos que 

no estaban en controversia, con cuya enumeración en la Resolución 

recurrida coincidimos. 

b. 

Visto que no existen hechos en controversia, se nos exige entonces 

evaluar si la OMA hizo recta aplicación del derecho, lo que en este caso 

supone ponderar sobre la existencia de justa causa para el despido de la 

recurrente.  

La recurrente esgrime que no procedía el despido en tanto Metro no 

se atuvo a su obligación de aplicar una medida disciplinaria progresiva. 

Es decir, que previo a decidir despedirla, Metro debió aplicar una medida 

disciplinaria menos drástica, como la suspensión. 



 
 

 
KLRA202000513 

 

      19 

Sobre lo anterior, se ha de notar que la recurrente admitió como 

hechos que no estaban en controversia al presentar escrito en oposición a 

sentencia sumaria; haber tenido problemas de tardanzas mientras 

trabajaba en el hospital, y sacar un cero (0) en su evaluación de agosto de 

2017 por causa de las tardanzas, lo que lo provocó que fuera instruida 

para atender el problema, entre otras áreas a mejorar. Tales hechos 

incontrovertidos sí revelan una intervención por parte de la administración 

de personal de Metro para que la recurrente corrigiera cierta conducta 

lesiva a las funciones que estaba llamada a efectuar, lo que supone un 

grado de disciplina progresiva. 

Pero, más aún, según las determinaciones de hechos efectuadas por 

la OMA, luego de analizada la prueba documental y, específicamente, la 

deposición tomada a la propia recurrente, (que también examinamos), 

surge que esta admitió: haber sido objeto de una queja presentada por 

unos padres con relación al trato que tuvo hacia un bebé bajo su cuidado, 

y que tuvo como resultado que fuera sujeto de evaluación por la 

administración; que luego de la evaluación del periodo de agosto de 2016 

a agosto de 2017 sacó el cero (0) que antes mencionamos y se le instruyó 

a atender el problema y mejorar su relación con la Coordinadora el Área o 

Head Nurse; se le aplicaron medidas disciplinarias por causa del problema 

de tardanzas; su Supervisora se reunió con ella para discutir las áreas en 

que tenía que mejorar, y fue sujeto de la aplicación de disciplina progresiva 

por parte de Metro. Es de notar que ninguna de las determinaciones de 

hechos alcanzadas por OMA, (con las cuales coincidimos), fueron 

impugnadas en el escrito de revisión judicial, a través del señalamiento de 

documentos que nos colocaran en posición de revertirlas. Una vez más, la 

sola alegación de que la recurrente no fue sujeta a medidas disciplinarias 

progresivas antes del despido, sin más, resulta insuficiente para probar lo 

afirmado. Por el contrario, la documentación ante nosotros revela lo 

contrario.       
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Con todo, aún cuando consideráramos, con fines in arguendo, que 

no se llevó a cabo un proceso de disciplina progresiva antes del despido, 

se ha de ver que, aunque la Ley 80 no favorece el despido como sanción a 

la primera falta, tampoco la excluye en casos que sea necesario para la 

protección de la buena marcha de la empresa, la seguridad de las personas 

que allí laboran y el orden. Rivera v. Pan Pepín, supra. Por lo que, una falta 

o acto aislado puede dar lugar al despido del empleado si esta es de tal 

seriedad o naturaleza que revela una actitud o un detalle de su carácter, 

tan lesivo a la paz y al buen orden de la empresa, que constituiría 

imprudencia esperar su reiteración para separarlo de su puesto. Rivera v. 

Pan Pepín, supra, pág. 691, Srio. del Trabajo v. I.T.T., supra, pág. 544.  

¿Supuso la falta cometida por la recurrente una de tal seriedad que 

ameritara la imposición de la máxima medida disciplinaria, según los 

criterios mencionados en la jurisprudencia?        

En la consideración de lo anterior debemos comenzar por señalar 

que la recurrente admitió como un hecho no controvertido haber recibido 

el Reglamento Disciplinario de Pavía (Metro), revisado el 2007. Tal 

reglamento contiene sendas disposiciones que describen unas conductas 

que, cometidas, quedan sujetas al despido como primer paso al aplicarse 

una sanción. Entre tales conductas susceptibles de ser sancionadas con 

el despido se encuentran: hacer cometarios o declaraciones falsas, viciosas 

o maliciosas sobre algún asociado, visitante, o paciente; hacer comentarios 

a otros asociados o personas en contra del hospital o la administración del 

hospital, que lesionen su prestigio o integridad, faltar a la lealtad; proveer 

información falsa o alterada de los expediente o documentos oficiales 

sabiendo que la misma es falsa o incorrecta7.   

Según citáramos, la expresión que la recurrente publicó en su 

página de Facebook en referencia a su lugar de trabajo fue la siguiente: 

“Ok todas tranquilas para que no les pase estos inconvenientes 
vengan a pavia a parir. Que aquí nos aseguramos de entregarles 

 
7 Ver Anejo 2 del escrito de revisión judicial, págs. 226, 229 y 232, respectivamente. 
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sus criaturas. Y ahora regalamos un lindo certificado con las 
huellas de tu bebe. Y lo mejor nos aseguramos que tu bebe 
salga lactando. Ofreciendoles el mejor servicio siempre aunque 
dejemos el pellejo en el record electrónico y la jefa nos 
quiera extrangular. Usted sale feliz y con ganas de tener otro 
mas. Jajajajajaja # espero que con esta promo no nos quiten 
el bono. Jajaja” (Anejo 1, págs. 67:25, 68:1-9, 69:12-13, 
76:12-14; Anejo 4).  
 
(Énfasis y subrayado provistos). 

No albergamos dudas de que lo publicado, y antes citado, fue una 

queja pública directa por parte de la recurrente contra su supervisora y el 

hospital (Metro) donde laboraba, según también lo dejó constatado a través 

de las declaraciones vertidas en la deposición que se le tomara. Siempre 

hay una probabilidad de que, cuando se utilizan los medios electrónicos 

sociales para expresar opiniones, alcancen no sólo a los amigos que 

componen el grupo de personas seleccionados en Facebook, sino a 

muchas otras personas por motivos de los enlaces que tal página habilita. 

En este caso en específico, la expresión publicada por la recurrente 

efectivamente alcanzó gran publicidad pues, es un hecho no controvertido, 

estuvo ante la atención de compañeros de trabajo de la recurrente, de los 

demás amigos de esta en Facebook, y fue reproducida en la página digital 

del periódico Primera Hora. Siendo que el contenido de la manifestación 

hecha por la recurrente aludía a áreas muy específicas y sensitivas del 

hospital donde trabajaba, (nada más y nada menos que las relacionadas 

a la de los nacimientos de los bebés), qué duda cabe que laceraron el 

prestigio e integridad del hospital (Metro). En este sentido, y aludiendo al 

reglamento de personal aplicable, la recurrente hizo comentarios 

maliciosos sobre algún asociado (su supervisora), y en contra del hospital 

o la administración del hospital, que lesionaron el prestigio o integridad 

de su patrono. Juzgamos que estamos ante una de esas acciones por parte 

del empleado que resulta tan lesiva a la paz y el buen orden de la empresa 

que justifica el despido, incluso si se trata de una primera falta. 

A pesar de que reconocemos que las conclusiones de derecho de los 

foros administrativos resultan revisables en todos sus aspectos por el 
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tribunal, (pues los tribunales, como conocedores del derecho, no tienen 

que dar deferencia a las interpretaciones de derecho que hacen las 

agencias administrativas) Olmo Nolasco v. Del Valle Torruella, 175 D.P.R. 

464, 470 (2009), por otra parte, tampoco podemos descartar liberalmente 

las conclusiones e interpretaciones de la agencia, JP, Plaza Santa Isabel v. 

Cordero Badillo, supra, pág. 187. Además, al momento de revisar una 

decisión administrativa el criterio rector para los tribunales será la 

razonabilidad en la actuación de la agencia.  Rebollo v. Yiyi Motors, 161 

D.P.R. 69, 77-78 (2004). Bajo dicho criterio la revisión judicial de 

decisiones administrativas debe limitarse a determinar si la agencia actuó 

arbitrariamente o ilegalmente, o en forma tan irrazonable que su actuación 

constituye un abuso de discreción. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 D.P.R 69, 

76 (2004). No observamos ninguna actuación arbitraria por parte de la 

OMA en este caso, por el contrario, se trata de una Resolución bien 

fundamentada, ausente de abuso de discreción.  

Además, visto que, en el supuesto de una falta única del empleado, 

la Ley 80, supra, permite que el patrono le imponga como sanción el 

despido, siempre y cuando las circunstancias del caso no reflejen una 

decisión arbitraria o caprichosa, Delgado Zayas v. Hosp. Int. Med. 

Avanzada, 137 DPR 643, 649 (1994), no apreciamos que estemos ante una 

actuación arbitraria o caprichosa que nos habilite para intervenir con la 

decisión laboral alcanzada por el patrono-recurrido. Por último, las 

declaraciones hechas por la recurrente en la deposición que le fuera 

tomada, (sobre las causas que motivaron la publicación del referido 

mensaje), no justifican esperar al juicio para disponer del caso, en tanto 

resultan fatales para su causa de acción, pues despejaron toda duda sobre 

las intenciones que tuvo al publicar el mensaje en Facebook.  

IV. Parte dispositiva 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Resolución 

recurrida. 
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 Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

El Juez Rivera Colón entiende que el remedio del despido no es 

proporcional al comentario publicado por la Sra. Ángela Martínez Torres 

en Facebook, ya que al evaluar e interpretar dichos comentarios los 

mismos no violan las disposiciones del Reglamento Disciplinario del 2007 

de Metro Pavía Inc., por lo que disiente de la mayoría. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


